
lo Exp~foct~ 
det Pehtó~ 

PRIMERA PARTE 

N INGUN problema económico ha sido tan ardua y exten­
samente debatido ni ha penetrado tan profundamente 
hasta la esencia misma de la política argentina como 

el de la explotación del petróleo. Hay que reconocer que 
cuanto se ha dicho y escrito sobre esta actividad no guarda 
proporción con lo que se ha hecho para su progreso y es 
notorio que cuando alguien ha insinuado sobre este tema 
alguna idea susceptible ele convertirse en un intento de rea­
lizaciones prácticas, ha sufrido las más violentas controver·· 
sias. 

No podía extrañar, pues, que al anunciar el Presidente 
ele la República, doctor Arturo Frondizi, el 24 de julio últi­
mo, la firma de varios contratos y "cartas de intención" con 
empresas y consorcios extranjeros - a los que siguieron otros 
celebrados hace muy poco tiempo- destinados a reactivar 
la producción de petróleo con miras a lograr en plazo breve 
el autoabastecimiento de combustibles líquidos, se produjera 
una convulsión ideológica cuyos orígenes y características 
trataremos de explicar en este comentario. 

Las corrientes doctrinarias en materia 
de explotación petrolífera 

a) Línea nacionalista absoluta: 

Esta posición, en la que, desde la localización del primer 
yacimiento, han venido coincidiendo las grandes agrupacio­
nes políticas argentinas denominadas de izquierda con otras 
de ultraderecha, contó siempre, a no dudarlo, con las simpa­
tías de la mayoría del pueblo. Sus puntos básicos son los 
siguientes: 

l. Que el petróleo y demás fuentes de energía deben ser 
propiedad inalienable e imprescriptible del Estado 
Nacional. 

2. Que la exploración, extracción, industrialización, 
transporte y comercialización del petróleo deben estar 
a cargo de organismos del propio Estado. En casos 
de ·evidente conveniencia, el Estado podría contratar 
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con empresas privadas la realización de obras espe­
cíficamente determinadas, pagaderas al precio con­
certado, al margen de cualquier ingerencia de esas 
empresas en 'la marcha y resultados de la explotación. 

3. Que con la inalienabilidad e imprescriptibilidad del 
dominio estatal de los yacimientos queda prohibid<J 
el otorgamiento de concesiones a empresas privadas 
extranjeras, para evitar que los grandes "trusts" pe­
troleros internacionales actúen sobre nuestra riqueza 
petrolera con arreglo a los designios de su propia con­
veniencia, imponiendo en el país una economía de 
coloniaje. 

4. Que con la centralización de ese dominio en el Estado 
Nacional se asegura, para las eventuales negociacio­
ciones de otra naturaleza que resulte ventajoso cele­
brar con capitales extranjeros, la intervención directa 
y exclusiva del máximo poder político del país, eli­
minando la dispersión de fuerzas que supondría con­
ceder facultad decisiva de contratación a los gobiernos 
provinciales. 

5. Que, ello no obstante, el reconocimiento de los dere­
chos de las provincias petroleras debe quedar igual­
mente asegurado por la vía ele una participación en 
el producido de las explotaciones. 

b) Línea liberal: 

Esta tendencia, que responde aproximadamente a la le­
gislación que rigió hasta ahora en la materia, puede afii'­
marse que es el reverso de la primera. Sostiene: 

l. Que los yacimientos de hidrocarburos deben ser. ori­
gi.nalmente, propiedad del Estado Nacional o de los 
estados provinciales, según el lugar donde se encuen­
tren. 

2. Que los Estados nacional o provinciales pueden ex­
plotar los yacimientos por sí, pero también, simul­
táneamente, confiar en otras zonas esa misión a em­
presas privadas -a cambio de una regalía o alguna 
otra forma de retribución- mediante el otorgamien­
to de concesiones, que implican una verdadera trans-
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ferencia de propiedad ctel yacimiento y , desde luego, 
también del producto extraído. 

3. Que los peligros de un avasallamiento a la soberanía 
nacional y de un grave perjuicio al desarrollo de los 
resortes básicos de nuestra economía por la acción del 
imperialismo {inaJlciero intemaciona./, son fantasmas 
levantados para exacerbar las pasiones populares con 
fin es políticos, ya qu e, desde el punto de vista. eco­
nómico, los posibles avances del capitalismo interna­
cional pueden ser contrarrestados median te una co­
n·ecta legislación nacional encaminada a salvaguar­
dar los intereses del país (obligación de activar la 
producción, intervención estatal en los m..edios de 
transporte, regu lación o prohibición de exportaciones 
hasta llegar al autoabastecimiento interno, e incluso, 
en casos justificados, ejercicio de la facultad de ex­
propiación). " Creer que la Nación no puede de/en· 
derse contra una empresa, ha dicho un conocido ex­
positor de esta tendencia. es declararla inferior a esa 
empresa; ¡a dónde conduce la exasperación del pa­
triotismo!" 

e) Línea nacional-federalista: 

No podía faltar una posición intermedia, fundada en 
los siguientes principios: 

l. Que las fu entes naturales de hidrocarburos deben ser 
propi..edad imprescriptible e inalienable del Estado 
Nacwnal o de los Estados provinciales. 

2. Que, naturalmente, los yacimientos no pueden ser 
otorgados en concesión a empresas privadas, y deben 
ser explotados exclusivamente por organismos del Es­
tado Nacional, admitiendo a lo sumo la intervención 
de empresas privadas en la realización de obras o 
servicios determinados, independientes de la explo· 
tación estatal en todas sus fases . 

3. Que esta actividad centralizada en la esfera del Esta­
do Nacional debe responder únicamente a los fines 
de una m ejor organización; las provincias confiarían 
así la administración de sus yacimientos a organis­
mos correspondientes a una. jurisdicción de rango su­
perior, pero conservarían, sin embargo, su pleno do­
minio, como única base jurídica capaz de asegurar 
el más amplio reconocimiento de los derechos que les 
asisten . 

* * * 
Expondremos ahora, en breve síntesis, cómo se ha des­

arrollado la explotación del petróleo argentino paralelamen­
te con las normas legales que regularon su evolución a lo 
largo de un período caracterizado sobre todo por un per­
manente conflicto ideológico entre quienes defendían el libe­
ral ordenamiento jurídico preexistente y quienes luchaban, 
con intentos legislativos repetidamente frustrados, por impo­
ner lo que para muchos de ellos constituyó el ideal de toda 
una vida: la nacionalización irrevocable de la riqueza petro­
lífera y el monopolio estatal absoluto de su explotación. 

Breve historia de la industria petrolífera argentina 

Conviene, en primer lugar, exponer cuál era el pano­
rama jurídico vigente sobre la materia an tes de descubrirse 
los primeros yacimientos de petróleo. 

El Código Civil, sancionado en 1869, sentó, para un de­
terminado conjunto de bienes físicos naturales o artificiales, 
el principio de que son de p ropiedad del Estado nacional o 
de los E stados provinciales, según su ubicación, y de que 
ese dominio es público con relación a algunos bienes con-
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sagrados al uso y goce común de los habitantes. y privado 
co n relación a los demás. 

Los bi enes del dominio público de los Estados nacional 
o privinciales son abs CJ lutamentt> inali enables porque segú n 
la Ley aprovechan directam ente a la comunidad ; el Estado 
ejerce sobre ellos un derecho de soberanía , que resguarda el 
uso y goce común por parte de los habitantes. 

Los bienes del dominio privado de los Estados, nacio­
nal o provincia les , co nstituyen , en cambio, una propiedad 
similar a la que los individuos ejerci tan sobre su respectivo 
patrimonio. Son bienes que en principio están en el comer­
cio, salvo que el propio Estado los transform e en rela tiva­
mente ina lienables al someter la traslación de dominio a una 
autorización emanada de su potestad política, o en absolu · 
tamente inalienables al prohibir por la misma vía tal trans­
ferencia. D entro de todas estas previsiones, el Código Civil 
se limitó a incluir las minas m etalíferas, las de piedras pre­
ciosas y las de sustancias fósiles entre los bienes del domi ­
nio privado de los E stados nacional o provincia les - no obs­
tante el dominio de los particulares sobre la superficie del 
suelo- quedando sometido a la legislación especializada el 
criterio a seguir para su explotación y las normas a aplicar 
en cada caso en cuanto a la posibilidad o imposibilidad -ab­
soluta o relativa- de transferir su dominio. 

De esto vino a encargarse el Código de Minería -vigen­
t~ desde 1887- que dividió las minas en 3 categorías: Pri­
mera: minas de las qu e el suelo es un accesorio, que p erte­
necen exclusivamente al Estado y sólo pueden explotarse en 
virtud de concesión otorgada por autoridad competente (pe­
tróleo, carbón y metales preciosos, entre otros). Segunda: 
minas que, por su importancia, se conceden preferentemente 
al dueño del suelo o que, por las condiciones de su yaci­
miento, se destinan al aprovechamiento común. Tercera: mi­
nas que pertenecen únicamente al propietario, y que nadie 
puede explotar sin su consentimiento, salvo por motivos de 
utilidad pública. 

En síntesis, y aparte esta clasificación, fundada en los 
distintos grados de valor o de importancia de los minerales, 
el Código de Minería sustentaba el principio de que todas 
las minas eran bienes del dominio privado de la nación o de 
las provincias, relativamente inalienables, pero transferibles 
en definitiva, mediante autorización, al dominio particular 
para su explotación. El E stado no podía explotar minas, 
salvo por alguna razón de utilidad pública superior a la pro­
clamada por el mismo Código como base para fundar pre­
cisamente el régimen de concesiones a particulares. 

Especialmente, en cuanto a las minas de la primera ca­
tegoría, que son las que nos interesan, las personas o com­
pañías particulares tenían el derecho de pedir a l E stado na­
cional o provincial permiso para explorar una determinada 
zona· descubierto el mineral -en nuestro caso petróleo- el 
hech~ del descubrimiento implicaba automáticamente el de­
recho de solicitar la concesión para ex plotar el yacimiento, 
y el otorgamiento de la concesión significaba la transfere n­
cia de su propiedad , independientem ente de la del suelo, 
pero con facultad asimismo para adquirir el dominio de éste 
a quien fuere su dueño y a imponerle mientras tanto la 
tolerancia de las servidumbres que exigiera el derecho de 
explotación. 

Años después, en 1903, el Gobierno Nacional dispuso por 
ley que, sin perjuicio de las disposiciones del Código de Mi­
nería, no podrían ser enajenadas las tierras fiscales que con­
tuvieran depósitos conocidos de sal, minerales, hulla, petró­
leo o fuentes de agua medicinales, reservándose asimismo la 
facultad de prohibir la denuncia de minas en los territorios 
explorados por el Estado Nacional. 
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, Así las cosas, el 13 de diciembre de 1907, la infructuosa 
b~squeda de agua potable para la población de Comodoro 
~Ivadavia (ex territorio del Chubut), culminó en el sorpre­
Sivo hallazgo de petróleo. 

Localizado fortuitamente el primer yacimiento aprove­
chable, el Gobierno argentino emitió sin dilaciones, al día 
siguiente. un histórico decreto, basado en la ley de 1903, 
P~r el cual qued~ba "prohibida la denuncia de pertenencias 
romeras y concesión de permisos de exploración en el puer­
to de Comodoro Rivadavia. en un radio de 5 leguas kilomé­
tricas a todo rumbo". 

En 1909, el Poder Ejecutivo extendió esta disposición 
a todas las zonas donde el Estado efectuara perforaciones. 

Entre 1907 y 1911 las exploraciones y perforaciones en 
Comodoro Rivadavia permitieron confirmar la extraordina­
ri~ potencialidad del subsuelo. Ya en 1910 el Congreso había 
dictado una nueva ley de reservas sobre una extensión de 
5,000 hectáreas en dicha región, ordenando asimismo la aper­
tura del primer crédito presupuestario específicamente con­
sagrado a la promoción de la actividad petrolera oficial. 

A fines de ese mismo año se instituyó con tal fin el 
primer organismo público especializado: la Dirección Gene­
ral de Explotación del Petróleo en Comodoro Rivadavia cu­
ya acción, previas determinadas modificaciones de su estru::­
tura legal, se convirtió en la actual empresa oficial deno­
minada Yacimientos Petrolíferos Fiscales. 

La producción había venido creciendo firmemente· de 
cifras insignificantes para 1907 y 1908, se llegó en 19Í6 a 
una extracción de casi 130,000 metros cúbicos, volumen pro­
m~tedor si se tiene en cuenta que provenía de un solo yaci­
rmento y que ya se estaba explorando en Plaza Huincul 
(Neuquén), cuya producción comenzó en 1918. Las otras 
dos grandes zonas productoras, ubicadas en Salta y Mendo­
za, dieron sus primeros frutos en 1925 y 1933, respectiva­
me~üe. Tierra del Fuego habría de completar, tiempo des­
pues, el cuadro de zonas con grandes reservas conocidas. 

En 1917 inician su actividad las primeras empresas pri­
vadas, titulares de sendas concesiones obtenidas de acuerdo 
con las disposiciones en vigor. 

. Sin e~bargo, diferentes disposiciones legislativas poste­
nares precisaron, con caracteres cada vez más claros la ten­
dencia a la nacionalización y explotación estatal e'xclusiva 
del petróleo, hasta que en 1949 se procedió a reformar la 
Constitución, estableciéndose en su artículo 40 este principio 
cuyo cumplimiento se vio reforzado por un decreto de 1952 
que declaró la totalidad del territorio del país como zona de 
exploración reservada al E stado nacional. Pero la nueva 
situación jurídica no fue efectiva en la práctica y la pro­
ducción petrolera siguió su ritmo lánguido, insuficiente en 
mucho para satisfacer las exigencias del consumo nacional. 
Fue la revolución libertadora la que restauró en 1956 la 
vigencia de la Constitución de 1853 y, basándose en ella, 
los bloques mayoritario y minoritario de la Cámara de Di­
putados yresentaron sen~os pro_Yectos de nacionalización y 
monopolio estatal de la mdustna petrolera culminando to­
das las iniciativas en la ley de nacionaliz~ción sancionada 
por el Congreso N.acional co!l e~ voto exclusivo de los repre­
sentantes del partido mayontano, la cual consagra definiti­
va Y rot!-mda•mente los prüy;ipios jurídicos que constituyeron 
la esencJa. d~ su lucha pohtJca durante 50 años con respecto 
a los yacrm1entos de combustibles. 

Hay que reconocer que desde 1916 la actividad extrac­
tiva Y de refinación ha registrado continuo crecimiento, aun­
que los aumentos anuales revelan una importancia relativa 
cada vez menor con respecto a los volúmenes inmediatos 
anteriores. 

Además hay que destacar que desde la intervención de 
emp,resas privadas -y sobre todo a partir de la incorpo­
racwn de la Shell-Mex y de la E sso (Standard Oil) en 
1925 y 1926- la producción de petróleo bruto de YPF ;un­
que siempre en aumento, fue perdiendo terreno resp~cto a 
la de las empresas particulares hasta 1934, año en que el 
volumen extraído por estas últimas alcanzó casi a las dos 
terc~ras partl;s. del total. A P:;trtir de. entonces, por el con­
trariO,. la actividad pnvada, cucunscnta a sus ya antiguas 
conceswnes, se estancó y hasta decreció, con lo que recobra 
su importancia la producción estatal. que actualmente cubre, 
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en punto a petróleo crudo, más del 85% de las extracciones 
total es (4.7 millones de metros cúbicos sobre un total de 5.4 
millones, en 1957). La superioridad de YPF también se ma­
nifiesta en cuanto a los procesos de destilación (de petróleo 
crudo nacional e importado), ya que sus plantas de refina­
ción cubren aproximadamente el 70% de la materia prima 
tratada en el país. 

No obstante, y teniendo en cuenta el aumento conside­
rable de las necesidades de petróleo, derivadas del desarrollo 
industrial del país, fu e menester incrementar las importacio­
nes de dicho producto hasta el extremo de que, comparadas 
éstas con las cantidades de petróleo crudo nacional, el vo­
lumen de las extracciones en los últimos 11 años marca un 
sistemá tico descenso de su magnitud ponderada con rela­
ción al abastecimiento del exterior; en 1947, la producción 
total argentina de petróleo natural (3.5 millones de m") tri­
plicaba el volumen de importaciones de la misma materia 
prima, y en 1957, con 5.4 mill ones de m' , no alcanza a equi­
parar la magnitud del crudo importado, que ascendió a 6.8 
millones de m ', representando más del 55% del petróleo 
tratado en el país. Por lo que atañe a la capacidad de refi­
nación, si bien ha aumentado a más del doble entre 1947 y 
1957 (de 4.8 millones a 12.2 millones de m") , la importación 
de combustible ya refinado sigue cubriendo una parte rela­
tivamente importante del consumo final (entre el 25 y el 
30%), con motivo, sobre todo, del considerable aprovisiona­
miento externo de "fue! oil". D éficit en la elaboración de des­
tilados y déficit mucho mayor aún en la provisión nacional de 
petróleo crudo constituyen, en suma. la tónica actual del 
proceso, que provoca un drenaje anual del orden de los 250 
ó 300 millones de dólares para hacer frente a una demanda 
interna cuya expansión, por otra parte, se encuentra lamen­
tablemente frenada por las graves dificultades que el país 
ex perimenta en su aprovisionamiento ele combustibles. 

Ya en 1955, poco antes de la revolución de septiembre, 
el Gobierno rlerrocado, tras un infmctuoso intento de nego­
ciación con el consorcio norteamericano Odlum, había llegado 
a firmar un convenio con la Standard Oil de California para · 
promover la explotación en gran escala de los yacimientos 
del sur del país. Este convenio n o sólo infringía los principios 
constitucionales vigentes por entonces, sino que otorgaba a la 
empresa concesionaria facultades realmente incompatibles con 
la soberanía política del país, al punto de que el actual Pre­
sidente de la República, severo censor del régimen peronista, 
dijo de aquel acuerdo que su aplicación convertiría al extenso 
territorio nacional a que se refería la concesión en "la marca 
física del vasallaje". 

El Gobierno de la R evolución Libertadora, gobierno emi­
nentemente de transición, no podía hacer 'mucho por el p e­
tróleo argentino. Pero debe reconocérsele el mérito de haber 
puesto en marcha el Plan de Reactivación de Yacimientos Pe­
trolíferos Fiscales (entre cuyas importantes obras se cuenta 
el gasoducto Campo-Durán (Salta) -Buenos Aires, el oleoduc­
to Campo-Durán-San Lorenzo (Santa Fe) y otras obras ac­
tualmente en ejecución); de haber dispu esto con ese mismo 
objeta la emisión de un empréstito interno cuyos títulos -de 
interés creciente según los aumentos de producción petro­
lífera- están garantizados a su rescate contra las pérdidas 
de poder adquisitivo del valor monetario originalmente inver­
tido, y de haber intensificado la labor de exploración y loca ­
lización de nuevos yacimientos petrolíferos. 

A este último respecto, debe señalarse que. mientras en 
1955, las reservas verificadas eran de sólo 140 millones de me­
tros cúbicos, en 1957 excedían de 500 millones de metros cúbi­
cos, duplicando holgadamente el volumen de existencias que 
los índices mundialmente aceptados asignan como normal a 
cada país productor de petróleo, con relación a sus requeri­
mientos internos. 

La situación económica-fina.n.ciera. actual del país 
y sus a.n.t.ecedentes más inmediatos 

El Gobierno surgido de la revolución de 1943 inició una 
¡~olítica de reivindicacion~s sociales -muy justificada, por 
Cierto- entre cuyas medidas fundamentales figuró un au­
mento de sueldos y salarios a través de convenciones colec­
tivas de trabajo; se naciona lizaron grandes empresas extran­
jeras de servicios públicos; se repartió una deuda pública ex­
terna barata y se dilapidaron gruesas sumas en importacio­
nes de artículos no esenciales, cuando no sencillamente inser-
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vibles. Y aunque florecieron, a pesar de todo, algunas mani­
festaciones industriales do real significación, merced a l mar­
gen de disponibilidades consagrado a ese objeto, no hubo un 
plan orgánico de equipamiento y reposición de maquinaria ni, 
lo que es peor, una adecuada previsión sobre la conveniencia 
do atender el consumo cada vez mayor de combustibles, m e­
diante el desarrollo de las fuentes nacionales de energía, em­
pezando, lógicamente, por la imperiosa concesión a Yacimien ­
tos P etrolíferos Fiscales de todos los recursos necesarios para 
incrementar a l máximo sus actividades de exploración, explo­
tación e industrialización del petróleo argentmo. En lugar de 
eso, la única ayuda ostensible que virtualmente recibió esa 
empresa oficial -ayuda indudablemente valiosa, pero insufi­
ciente- fue la incorporación de varios buques a su flota, 
para que el petróleo importado no resultara demasiado enca­
recido por los fletes. 

Los déficit anuales, cada vez mayores, de nuestra balanza 
de pagos, han ido reflejando el rápido agotamiento del poder 
de compra externo. En 1957, mientras el volumen de las ex­
portaciones no alcanzó los 1,000 millones de dólares, las im­
portaciones excedieron los 1,300 millones de dólares, coinci­
diendo el déficit prácticamente con el volumen de compras de 
combustibles en el exterior, que a estas alturas el país debe­
ría estar obteniendo en su totalidad de su propio subsuelo. 
Y en estos momentos, pese a l convenio multilateral concer­
tado en 1!:!56 por el Gobierno de la Hevolución Libertadora 
sobre consohdación y pago a largo plazo de las deudas comer­
Ciales con los países de Europa Uccidental, las escasisrmas 
reservas de oro y divisas y los posibles ingresos inmediatos 
por exportaciones no parecen alcanzar a cuonr los compromi­
sos en flrme que srmultáneamente deberán atenderse. 

En síntesis, el país sufre, por un lado, una aguda escasez 
de medios de pago externos, producto de una economía que 
ha parallzado su proceso de desarrollo y capitahzación, y a 
la que no es ajena además la pérdiua de recursos provocada 
por la caída d e los precws mternacwna1es corresponmentes a 
los proauctos prrmarws que t1·amc1ona1mente Integran el grue­
so ae nuestras exportacwnes, como tampoco el progresivo en­
carecrmiento úe los productos ll'lanufacturados de rmportación. 

Por otro lado, padece también, en el orden interno. una 
no menos aguda penuria fmanciera pública y pnvada, que 
se refleja en la InSuiiCiencia de las exaccwnes nnpos1tivas 
ordinanas para cubnr los requerimientos fiscales de una 
burocracia a bsorbente; aismmuwa la capacidad proauctlva 
de ia estructura económica, resUltan poco menos que esténles 
todos los déblles pahativos ensayados hasta ahora para sacu­
dir ese estado de estancamiento y escasez. 

Frente a tal panorama, resulta lógico que, si bien se im­
ponía de Inmedlato, como ocurnó recientemente, una cuiaa­
dosa restricción transitona de las importacwnes a l limite de 
los productos más esenciales, las solucwnes de fondo estriben 
funuamentaimente en la obtención de una adecuada ayuaa 
externa, matenaliZada a través de créditos oficiales o inver­
swnes de capitrues privados. 

En esta situación, es evidente que el desarrollo de la 
producción nacwnal de petróleo ocupa un puesto fundamental 
entre los objetivos de mayor importancia, puesto que en el 
constante estimulo de las fuentes de energía radica en buena 
parte la solución de los problemas del crecrmiento económico. 

Ideas o planes recientes sobre explotación petrolífera 

a) El último de los proyectos aparecidos, pone de mani­
fiesto, con mayor vigor que cualquier otro, una clara oposi­
ción a la política gubernamental y una coincidencia absoluta 
con la corriente nacionalista. 

Se sostiene en él que el país puede autoabastecerse de 
energía en el curso de 3 ai'í.os, sin recurrir a l ca pital extran­
jero, aun teniendo en cuenta los i!l~reme!ltos de. consumo que 
se originaran por una mayor actividad 1ndustna l. P a ra ello, 
habría que racionalizar el u so de co~bustibles. ~o es el cas?, 
se dice de autoabastecernos de petroleo manteruendo, a volu­
menes 'crecientes, las actuales proporciones en el uso de los 
distintos combustibles (con notorio abuso de los der ivados pe­
trolíferos), sino de autoabastecernos de energía utilizando to­
das sus fuentes, incluso la hidráulica, los combustibles ve~e­
tales y sus sucedáneos, con arreglo a un plan que determme 
los puntos económicos óptimos de pro~ucción y us? de cada 
recurso energético con arreglo a sus diferen tes destmos. 
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El aspecto crítico - la financiación propia de las obras y 
servicios necesarios para tales fines- no parece de difícil so­
lución según los autores de este proyecto. Considerando como 
seguro el éxito del plan de reactivación de Yacimientos Pe­
trolíferos Fiscales, se requeriría expandir a l máximo la activi­
dad de esta empresa estatal y la de las demás consagradas 
a la explotación de las distintas fuentes d e energía (Yaci­
mientos Carboníferos F iscales, Gas del Estado y Agua y Ener­
gía E léctrica), dotándolas de todos los recursos en moneda 
naciona l indispensa bles, mediante la eliminación de los pre­
cios políticos de los combustibles y el uso del crédito bancario 
oficia l, que no sería inflacionista por tratarse de inversiones 
productivas, aun cuando genere un transitorio aumento de 
los medios de pago. Las necesidades de fondos alcanzarían 
quizá a un m onto entre 9 y 15 mil millones de pesos en el 
citado lapso de 3 años, dura nte el cual la producción nacio­
nal de energía ascendería (en equivalentes a petróleo) a 11, 
14.5 y 19.3 millones de toneladas para 1959, 1960 y 1961, re­
duciendo los déficit -a cubrir con importaciones- a 7.3, 4.4 
y 0.2 millones de toneladas, respectivamente, que se atende­
r ían con adquisiciones en el exterior cada vez menores de 
petróleo y carbón, hasta que en 1962 se habría llegado al 
total autoabastecimiento. 

Además de las decrecientes sumas que durante ese perío­
do trienal deberían girarse a l exterior por importación de 
combustibles, y de las sumas en dólares (de 250 a 300 millo­
nes) pagaderas a la rgo plazo por las obras del plan de reac­
tivación, sólo se requeriría destinar entre 100 y 150 millones 
de dólares para realizar algunos trabajos adicionales a la 
compra de nuevos equipos, que se amortizan con la produc­
ción de 200 días de trabajo y podrían ser adquiridos abonan­
do apenas un 20% al contado y el resto en plazos de hasta 
5 años. 

En última instancia, no se desdeña el conveniente auxilio 
de pequenos contratistas norteamericanos independientes, que 
rea.11zan perforaciones cobrando un precio cierto por metro 
lineal sin iruruscuirse en ningún aspecto d e la explotación 
propiamento dicha. 

b) Poco antes de las elecciones generales celebradas el 
23 de febrero de 1958, un eminente hombre de negocios y po­
lítico de relieve, a la razón embajador en Washington, revolu­
cwnó el ambiente con un plan petrolero que suscitó las más 
apasiOnantes controversias. Consistía en un conjunto de bases 
generales que se pueden resumir así: 

l. Yacimientos Petrolíferos Fiscales (Y P F) contrataría 
con empresas extranjeras, previa licitación pública, la 
exploración y extracción de petróleo bajo la forma 
jurídica de la locación de servicios, quedando absolu­
tam.ente proscrito el otorgamiento de concesiones. En 
consecuencia, el petróleo extraído pertenecería al Es­
tado. 

2. YPF fijaría, en los pliegos de licitación, una serie de 
condiciones básicas, tales como: áreas de explotación, 
plazos de iniciación de los trabajos, especificaciones 
técnicas, obligación de las empresas de hacer gastos 
anuales suficientes para asegurar un desarrollo activo 
de las explotaciones, pagos que deberían efectuar al 
Estado (nacional o provincial) hasta comenzar las ex­
tracciones, forma de pago de las locaciones de servi­
cios en concepto de amortizaciÓil de maquinaria, gas­
tos y utilidades, etc. 

3. Y PF recibiría el petróleo en los lugares a convenir, 
sin desembolso alguno, y nada debería reembolsar tam­
poco, en caso de fracasar la .explotación, por la activi­
dad que hubieren desarrollado las compañías. 

4. La remuneración a las empresas, en caso de tener éxi­
to, consistiría en un. porcentaje del petróleo extraído, 
según las zonas de actividad, a fijarse expresamente 
en los pliegos de licitación. Y PF podría optar por sus­
tituir ese porcentaje en especie por su equivalente en 
dinero efectivo; pero de todos modos, prevaleciendo la 
primera de esas formas de pago, las compañías no po­
drían exportar petróleo mientras no se cubriera total­
mente el consumo interno. 
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Este plan desencadenó violentas controversias, llegando 
al~unas incluso a calificarle de entrega de nuestro patrimo­
nio netrolífen a los "tru"ts" imperialistas int~rnacionales, 
m ediant'l concesion es encnbiertas; los otros. apoyándolo con o 
sin r"servas. en un intento fl e convenc Rr al pueblo de aue la 
atrevida aunaue dolorosa liberalirlrtd del proyPcto const;tuía 
el único cl'lmino V;'lble en la realidad. pn~sci,1cli enclo de tocla 
co'lsirl erac;ón jurídica, para lograr el aut.-,ahastecimient'l de 
p etróleo frente a la urgencia de la.s necesidades y a la deplo­
rable situación financiera actual del país. 

e) En tercer lu o:ar ap::~reció J;:¡ t esis propuP:nada por el 
colaborador especializado cl e un clia rio que se ha carscteri­
zl'!rlo por su insistente nréclica en favor de una urgente inten­
sificación de nuestra indwüria petrolera. e aquí los linea­
mientos generales de esta idea: 

l . El Estado contrataría con empresas privadas extran­
jeras solamente la exploració'1. y extracción de petróleo 
en zonas no investi~adns. La extracr.ión en las zonas 
de reservas ya localizadas. como tam1>ién la refinación, 
transnorte y cnmerrializar.ión. correría por cuenta de 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales. 

2. Las Pmpresas VPndería•t obli¡¿atorimnPnte al Estnrlo el 
pPtróleo extrafdo a! precio intPrnar. ion.al uniforme 
cif menos el importe promedio del fl~>tp qu, el país 
soporta normalmente por la importación ele petró­
leo proveniente ele sus mercados proveedores habi­
tuales. 

3. D" este in¡¿reso hruto resnltrmte. las comprmras dPdn­
cir(r¡r¡_ pi costo d, nrnd,tr.rión (man.n dP nbra. gastns 
industriales y administrativo.'!. n.nwrtización de ermi­
pos. etc.) y P! rPman, n.te -utilidrtcl neta do ln exnlo­
tn.ción- se clistribniría entre cada una de ellas ~ el 
Estado por partes iguales o quizá otorgando a éste una 
proporción algo mayor. La participación que en tal 
virtud recibiera el Estado podría materializarse tal 
VPZ po1· !a vía ilnnositiva, afu.stnndo las · e~·acciones 
al mnntn clr> n.mt.Plla, clr> tnl modn aur> ,'{¡ el imnnrte 
total de !n.s distinto~ !!mvnmPnes fiscales f!ll. e cnrrien.­
tenwnte hubiera debido aplicarse a las comnaíiías re­
sultare inferior a dicha participación, el Estado co­
braría el saldo como regalía o por cualquier otro 
concepto qzte se instituyera en ese sentido ; y si el 
volumen de impuestos superara al de la participación, 
las empresas cum?Jlirían sus obligaciones fiscales abo­
nando sólo este último importe. Visto ele otra mane­
ra, o r·eglamen.tado por un diferente mecanismo, el 
régimen equivaldría a acordar una regalía del 50 ó 
60% de la utilidad al Estado, con total exención im­
positiva en favor ele las empresas. 

Sin pretender asignar una calificación jurídica a este 
plan, parece interesante señalar que, siendo una variante ele 
la concesión, encajaría asimismo en el cuadro de efectos que 
produciría una sociedad mixta en comandita: el socio co­
manditario sería el Estado, que aporta como capital el yaci­
miento, no interviene en la administración de la socit>rlad y 
n o asume otra resnonsabilidad que la que pueda significarle 
perder , por estéril, un yacimiento que supuso productivo. 
Las compañías serían los socios colectivos: aportarían las 
maquinarias y efectuarían los trabajos correspondientes, so­
portando ilimitadamente los riesgos de la empresa, El petró­
leo extraído no es de ninguno de los socios; es de la socie­
dad, que lo vende al Estado -tercero a este efecto- a un 
precio cierto: el del m ercado externo, menos seguro, y flete. 
La sociedad se resarce del costo de la producción y luego 
reparte las utilidades entre sus integrantes, en proporciones 
fijadas previamente. 

d) Terminaremos esta enumeración de proyectos gene­
rales con el que surge del criterio insistentemente expuesto 
por un ex ministro del gobierno revolucionario, el hombre 
que con mayor valentía y claridad ele pensamiento plant~ 
en los últimos tiempos - soluciones aparte- la perentona 
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necesidad ele promover una adecuada participación de em­
presas ex tranj eras para la explotación de nuestro petróleo, 
sobre la base de una política realista, despojada de prejui­
r.ios cl 'l f'TY1Rt;cos y de sutilezas jurídicas. atendiendo sólo a 
h~ cnnclusione~ aue emanan cle la sibmción prrmómica­
fin,mci era acbw.l. df' la gravedad aue revist e el déficit ener­
gétir.o como obstáculo para el desarrollo de Ar~entina y de 
la Jó~i ca conveniencia de subsanar esta situación en el mar­
co de n egociaciones aue t engan en cuenta el interés de am­
bas partes contratantes sin lesionar la autodeterminación 
política y económica del país. 

La idea central del nlan no es novedosa; en ella se pro­
puP.'na Pl otorP.'s miPnto de concesiones a Pmpresas privadas, 
nacion,Jes o extrflnjeras, nara oue desarrollPl'J la explotación 
p etroJífom en todas sus fasP.s. cl,sde la exploración hasta ]a 
comercializació"\ -como también la ele otra ~ fn entes rl e 

enP.rgia- ""~ abierta comnetencia con las in"tituciones ofi­
ciales (YPF y otras). obedeciendo. tanto aauéllas com0 éstas 
-y aquí la nueva irl<>a- a las direr.tivHs generales dkh.rlas 
por un oro-anismo oficial supremo: la Administración Fede­
ral de la Energía. 

El conjunto de bases generales sería el siguiente: 

l. La propiedad ori¡¿inaria ele los yacimientos corres­
pondería a la nación o a lns provincias. según el lu­
ga¡· do•1de estén situados. Por lo tanto, las provincias 
serían las beneficiarias exclusivas del petróleo extmí­
do de su subsuelo. 

2. YPF debería recibir todo el apoyo necesario para su 
máximo desarrollo, según lo previsto en el plan de 
reactivación. 

3. Se crearía la Administración Federal de la Energía, 
integrada por representantes del Gobierno Nacional 
y gobiernos provinciales, con !a finalidad ele desarro­
llar la política energética oficial, administrando las 
fu entes de energía nacionales o provinciales confia­
das a su custodia. A tal efecto, contrataría con em­
presas estatales o privadas, nacionales o extranjeras, 
la explotación de dichas fu entes, con sujeción a las 
normas de un Código de !a Energía y leyes comple­
mentarias. 

4. Los contratos se formalizarían mediante el otm·ga­
mien.to ele permisos de exploración y explotación en 
zonas no exploradas (concesiones hasta por 40 años). 
Estos convenios se aiustarían a una serie ele requi­
sitos uniformes, establecidos previamente con arreglo 
a los trámites de una subasta pública. 

5. Los Gobiernos nacional o provinciales percibirían 
una parte ele los ingresos netos de las empresas por 
vía impositiva, pero n.o intervendrían en el manejo 
directo de la explotación petrolífera. Las empresas 
estatales autárquicas pasarían a funcionar como sim­
ples em[)resas come rciales, y tanto éstas como las pri­
vadas se someterían a la política dictada por la Ad­
ministración Federal, cuya acción protegería al pú­
blico usuario contra los perjuicios de cualquier mo­
nopolio, privado o estatal. En otros términos, las 
empresas oficiales y privadas trabajarían en libre 
competencia, dentro de límites razonables, evitándose 
por otra parte la burocracia estatal, ya que las em­
presas del Estado deberían cuidarse de queclm· a la 
zaga de las privadas en cuanto a. productividad. 

* * * 
Estas son, a grandes rasgos, las orientaciones sobre po­

lítica petrolífera que aparecieron en la gran controversia sos­
t enida con anterioridad al advenimiento del actual Gobierno. 
En un próximo artículo analizaremos las negociaciones rea­
lizadas por el nuevo régimen hasta llegar a la situación pre­
sente en un problema de tanta importancia para la economía 
argentina. 
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